
 

  

ANEXO I 

 

CÓDIGO DE BUEN GOBIERNO DE LOS MIEMBROS DEL GOBIERNO 

DE NAVARRA Y DE LOS ALTOS CARGOS DE LA ADMINISTRACION DE 

LA COMUNIDAD FORAL DE NAVARRA 

 

La Ley Foral 2/2011, de 17 de marzo, por la que se 

establece un Código de Buen Gobierno, contiene una norma 

básica de conducta, unos principios éticos y unos 

principios de conducta que han de observar los miembros 

del Gobierno de Navarra y los altos cargos de la 

Administración de la Comunidad Foral de Navarra: 

 

Norma básica de conducta (artículo 1). 

 

Los miembros del Gobierno de Navarra y los altos 

cargos de la Administración de la Comunidad Foral deberán 

actuar de acuerdo con el Ordenamiento jurídico y 

respetando el principio de legalidad conforme a los 

parámetros de conducta de la Ley Foral 2/2011, de 17 de 

marzo, así como con los principios éticos que se 

establecen en la misma. 

 

Principios éticos (artículo 2). 

 

1. Los miembros del Gobierno de Navarra y los altos 

cargos de la administración de la Comunidad Foral de 

Navarra promoverán los derechos humanos y las libertades 

de los ciudadanos evitando toda actuación que pueda 

producir discriminación alguna por razón de nacimiento, 

raza, sexo, religión, opinión o cualquier otra condición 

o circunstancia personal o social. 

 



 

  

2. La adopción de decisiones perseguirá siempre la 

satisfacción de los intereses generales de los 

ciudadanos y se fundamentará en consideraciones 

objetivas orientadas hacia el interés común, al margen 

de cualquier otro factor que exprese posiciones 

personales, familiares, corporativas, clientelares o 

cualesquiera otras que puedan colisionar con este 

principio. 

 

3. Velarán por promover el respeto a la igualdad 

entre hombres y mujeres y removerán los obstáculos que 

puedan dificultarla. 

 

4. No influirán en la agilización o resolución de 

trámite o procedimiento administrativo sin justa causa 

y, en ningún caso, cuando ello comporte un privilegio en 

beneficio de los titulares de estos cargos o su entorno 

familiar y social inmediato o cuando suponga un menoscabo 

de los intereses de terceros. 

 

5. Actuarán de acuerdo con los principios de 

eficacia, economía y eficiencia y vigilarán siempre la 

consecución del interés general y el cumplimiento de los 

objetivos de la organización. 

 

6. Sus actividades públicas relevantes serán 

transparentes y accesibles para los ciudadanos con las 

únicas excepciones previstas en las leyes. 

 

7. En todo momento asumirán la responsabilidad de 

las decisiones y actuaciones propias y de los organismos 

que dirigen sin perjuicio de otras que fueran exigibles 

legalmente. 



 

  

 

8. Asumirán la responsabilidad de sus actuaciones 

ante los superiores y no las derivarán hacia subordinados 

sin causa objetiva. 

 

9. Ejercerán sus atribuciones según los principios 

de buena fe y dedicación al servicio público y se 

abstendrán no solo de conductas contrarias a aquellos, 

sino también de cualesquiera otras que comprometan la 

neutralidad en el ejercicio de los servicios públicos 

que tuvieran encomendados. 

 

10. Sin perjuicio de lo dispuesto en las leyes sobre 

la difusión de información de interés público, se 

mantendrán el sigilo, la reserva y la discreción en 

relación con los datos e informes que se conocieran por 

razón del cargo. 

 

11. Observarán pautas de comportamiento en su 

acción pública basadas en la igualdad con el resto de 

los ciudadanos/as, transparencia, neutralidad en las 

decisiones y en el servicio público y esfuerzo en la 

formación, innovación y dedicación. 

 

Principios de conducta (artículo 3). 

 

1. El desempeño de los altos cargos exige la plena 

dedicación. 

 

2. El desempeño de cargos en órganos ejecutivos de 

dirección de partidos políticos, en ningún caso 

menoscabará o comprometerá el ejercicio de sus funciones 

como responsables públicos. 



 

  

 

3. Garantizarán el ejercicio del derecho de los 

ciudadanos a la información sobre el funcionamiento de 

los servicios públicos que tengan encomendados, con las 

limitaciones que establezcan normas específicas. 

 

4. En el ejercicio de sus funciones extremarán el 

celo de modo que el desempeño de las obligaciones 

contraídas sea una efectiva referencia de ejemplaridad 

en la actuación de los empleados públicos. Esta 

ejemplaridad habrá de predicarse, igualmente, en el 

cumplimiento de las obligaciones que, como ciudadanos, 

les exigen las leyes. 

 

5. Administrarán los recursos públicos con 

austeridad y evitarán actuaciones que puedan menoscabar 

la dignidad con que ha de ejercerse el cargo público. 

 

6. Se rechazará cualquier regalo, favor o servicio 

en condiciones ventajosas que vaya más allá de los usos 

habituales, sociales y de cortesía o préstamos u otras 

prestaciones económicas que puedan condicionar el 

desempeño de sus funciones, sin perjuicio de lo 

establecido en el Código Penal. 

 

En el caso de obsequios de mayor significación de 

carácter institucional se incorporarán al patrimonio de 

la Comunidad Foral, en los términos previstos en las 

leyes forales, y de acuerdo con lo que se determine 

reglamentariamente. 

 

7. En el desempeño de sus funciones serán accesibles 

a todos los ciudadanos y extremarán la diligencia en 



 

  

contestar todos los escritos, solicitudes y 

reclamaciones que estos realicen. 

 

8. Se abstendrán de realizar un uso impropio de los 

bienes y servicios que la Administración de la Comunidad 

Foral pone a su disposición por razón del cargo. 

 

9. La protección del entorno cultural y de la 

diversidad lingüística inspirará las actuaciones de los 

responsables públicos afectos por la presente Ley Foral 

en el ejercicio de sus competencias, así como la 

protección y mejora de la calidad del medio ambiente. 

 

10. Garantizarán la constancia y permanencia de los 

documentos para su transmisión y entrega a sus 

posteriores responsables. 

 

Junto a ello, la Ley Foral 14/2004, de 3 de 

diciembre, del Gobierno de Navarra y de su Presidenta o 

Presidente remite a las disposiciones de esta Ley Foral 

2/2011, de 17 de marzo, a fin de orientar la actuación 

de los miembros del Gobierno y de los altos cargos de la 

Administración de la Comunidad Foral de Navarra. 

 

Además, dicha ley foral (artículo 65) ordena a los 

miembros del Gobierno de Navarra y a los altos cargos de 

la Administración de la Comunidad Foral de Navarra que 

se abstengan de toda actividad privada o interés que 

pueda suponer un conflicto de intereses con sus 

responsabilidades públicas, considerándose que existe un 

conflicto de intereses cuando deban decidir en asuntos 

en los que confluyan intereses públicos e intereses 



 

  

privados propios, de familiares directos o compartidos 

con terceras personas. 

 

Por último, la mencionada Ley Foral 14/2004, de 3 

de diciembre, contiene un denominado “código de conducta 

en relación con delitos contra la Administración 

Pública” (artículo 68) con el siguiente contenido: 

 

1. En el momento en que a un alto cargo o sujeto a 

nombramiento de libre designación se le notifique la 

apertura de juicio oral o la adopción de la medida 

cautelar de prisión provisional por la presunta comisión 

de alguno de los delitos contra la Administración Pública 

previstos en el Código Penal, entenderá que su 

permanencia en el cargo es incompatible con la confianza 

que se debe trasladar a la ciudadanía sobre la vigencia 

de los principios éticos y con la obligación de preservar 

el prestigio de las instituciones, por lo que deberá 

presentar su renuncia al cargo. 

 

2. La citada renuncia deberá presentarse ante quien 

le nombró de forma inmediata. 

 

3. Si no presentase su renuncia la persona que le 

nombró deberá cesarle en un plazo de tres días naturales. 

 

Pamplona, dos de marzo de dos mil veintidós. 



 

  

 

EL CONSEJERO SECRETARIO 

DEL GOBIERNO DE NAVARRA 

 

 

 

 

Javier Remírez Apesteguía 

 


